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Relator Especial sobre los derechos humanos y medio ambiente

Cuestionario Biodiversidad y Derechos Humanos

RESPUESTAS DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO

DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA
1. Por favor, proporcione, en detalle, ejemplos de buenas prácticas en la adopción de legislación, políticas y programas relacionados con la biodiversidad, que incorporen obligaciones de derechos humanos.

Respuesta: La Constitución Política del Estado (CPE), entre los fines y funciones esenciales del Estado, establece: “Promover y garantizar el aprovechamiento responsable y planificado de los recursos naturales, e impulsar su industrialización, a través del desarrollo y del fortalecimiento de la base productiva en sus diferentes dimensiones y niveles, así como la conservación del medio ambiente, para el bienestar de las generaciones actuales y futuras”; dedica en el Capítulo Quinto, referente a los DESC, la Sección I, para el reconocimiento del derecho al medio ambiente, disponiendo en el art. 33 lo siguiente: “Las personas tienen derecho a un medio ambiente saludable, protegido y equilibrado. El ejercicio de este derecho debe permitir a los individuos y colectividades de las presentes y futuras generaciones, además de otros seres vivos, desarrollarse de manera normal y permanente”; derecho que en contrapartida también constituye un deber, conforme establece el art. 108.16 de la Constitución, al disponer: “Proteger y defender un medio ambiente adecuado para el desarrollo de los seres vivos”. 

La Ley N° 1333 de Medio Ambiente tiene como objeto la protección y conservación del medio ambiente y los recursos naturales, regulando las acciones del hombre con relación a la naturaleza y promoviendo el desarrollo sostenible con la finalidad de mejorar la calidad de vida de la población; asimismo incorpora las Evaluaciones de Impacto Ambiental (EIA) como una herramienta importante de gestión ambiental para la prevención y mitigación de los impactos ambientales negativos de las actividades, obras o proyectos; en 1995 se aprueban los Reglamento de Prevención y Control Ambiental. 

Por otro lado la Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien (Ley N° 300), establece la visión y los fundamentos del desarrollo integral en armonía y equilibrio con la Madre Tierra para Vivir Bien, garantizando la continuidad de la capacidad de regeneración de los componentes y sistemas de vida de la Madre Tierra y fortalece los saberes locales y conocimientos ancestrales; y la Ley de Derechos de la Madre Tierra, reconoce derechos de la Madre Tierra así como las obligaciones y deberes del Estado Plurinacional y de la sociedad para garantizar el respeto de estos derechos.

A nivel local diversos Gobiernos Municipales han adoptado una serie de medidas en el marco de sus competencias dirigidas a la prevención y control de la calidad ambiental, protección a la Madre Tierra, así como la gestión de aguas residuales, residuos sólidos, contaminación atmosférica, atención de las contingencias ambientales; las inspecciones y sanciones por infracciones administrativas ambientales, prohibiendo el encendido de fogatas en determinadas fechas, la quema al aire libre como método de eliminación de residuos sólidos.

Por su parte el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP) fue creado en el marco de la Ley de Medio Ambiente que define a las áreas protegidas como patrimonio del Estado y de interés público y social, estas constituyen áreas naturales con o sin intervención humana, declaradas bajo protección del Estado, con el propósito de proteger y conservar la flora y fauna silvestre, recursos genéticos, ecosistemas naturales, cuencas hidrográficas y valores de interés científico, estético, histórico, económico y social, con la finalidad de conservar y preservar el patrimonio natural y cultural del país (Ley del Medio Ambiente, Nº 1333).

Las áreas que conforman SNAP de Bolivia abarcan un conjunto de 49 áreas protegidas de carácter nacional y departamental constituidas legalmente, abarcando en total aproximadamente 22,5% del territorio nacional. La legislación vigente establece con mayor claridad los mecanismos de gestión para las áreas protegidas de carácter nacional y departamental, mientras que todavía existen varios vacíos respecto a las áreas protegidas de carácter municipal.

La mayoría de las áreas protegidas del país están habitadas principalmente por pueblos indígenas y comunidades campesinas originarias, y tienen además relaciones funcionales de uso con la población en sus alrededores: sólo en las 22 áreas de carácter nacional viven alrededor de 200.000 habitantes, y se relacionan de una u otra forma con alrededor de cien municipios –66 con superposiciones territoriales directas– que cuentan con aproximadamente 2 millones de habitantes, sin contar la población de las grandes urbes cercanas a las Áreas Protegidas (La Paz, Santa Cruz, Tarija). Estas zonas de mayor biodiversidad existente en las APs coinciden ampliamente con las áreas de extrema pobreza rural.

Las áreas protegidas son territorios especiales, geográficamente definidos, jurídicamente declarados y sujetos a legislación, manejo y jurisdicción especial para la consecución de objetivos de conservación de la diversidad Biológica. En Bolivia existe un total de 123 Áreas Protegidas clasificadas de la siguiente forma: 22 Aéreas Nacionales, 23 Departamentales y 78 Municipales, administradas según sus categorías, zonificación y reglamentación en base a planes de manejo, con fines de protección y conservación de sus recursos naturales, investigación científica, así como educación y promoción del turismo ecológico. El Servicio Nacional de Áreas Protegidas (SERNAP), es una institución pública desconcentrada del Ministerio de Medio Ambiente y Agua (MMAyA) que tiene como atribuciones: “Proponer normas y políticas para la gestión integral, planificar, administrar y fiscalizar el manejo integral, garantizar la conservación de la biodiversidad y valores de interés científico, estético, histórico, económico y social, y normar y regular las actividades de las áreas protegidas del SNAP de acuerdo a sus categorías, zonificación y reglamentación”.

2. Proporcione ejemplos concretos de buenas prácticas en la implementación de las obligaciones de derechos humanos en materia de biodiversidad. Estos ejemplos pueden incluir prácticas relacionadas con: garantías de los derechos procesales (por ejemplo, el derecho a la información, la participación y los remedios); el monitoreo de los derechos humanos afectados por leyes, programas y proyectos relacionadas con la biodiversidad, (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); la protección de los derechos humanos de individuos y grupos de los efectos adversos relacionados con la biodiversidad; la promoción del disfrute de los derechos humanos (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); guías de actividades empresariales conforme a los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos; y búsqueda de remedios para las víctimas.

Respuesta: La degradación de la biodiversidad en Bolivia está ligada a varios factores como el desbosque, cambio de uso del suelo, agricultura a escala industrial que conlleva a la deforestación y vertido de agroquímicos sobre suelos y cuerpos de agua, la agropecuaria intensiva, la ganadería de reemplazo  y la introducción de pasturas exóticas, el sobrepastoreo, la extracción forestal de maderas, quemas extendidas, contaminación urbano-industrial causa principal de la degradación de ecosistemas fluviales transportadores y cuerpos de agua receptores, las  operaciones mineras y petroleras, los megaproyectos energéticos, la construcción y mejora de caminos, expansión urbana y cambio climático, entre otros factores.  

Es importante resaltar como avances en el ámbito internacional, la adopción y ratificación de una serie de convenios declaraciones y pactos sobre la conservación de la diversidad biológica, cambio climático, sobre especies migratorias de animales silvestres, la  preservación del medio ambiente y la conservación de los recursos naturales en el territorio amazónico, entre otros,  de los que el Estado boliviano es parte y por consiguiente ha asumido obligaciones y responsabilidades para su cumplimiento e implementación.

En el ámbito nacional, la CPE vigente, entre los fines y funciones esenciales del Estado, establece: El de promover y garantizar el aprovechamiento responsable y planificado de los recursos naturales, la conservación del medio ambiente, para el bienestar de las generaciones actuales y futuras. Las personas tienen derecho a un medio ambiente saludable, protegido y equilibrado y el deber de proteger y defender un medio ambiente adecuado para el desarrollo de los seres vivos.  En relación con las NyPIOC, se reconoce específicamente el derecho a vivir en un medio ambiente sano, con manejo y aprovechamiento adecuado de los ecosistemas. 

En 1992 se aprueba la Ley N° 1333 de Medio Ambiente que tiene como objeto la protección y conservación del medio ambiente y los recursos naturales, incorporando la EIA como una herramienta de gestión ambiental para la prevención y mitigación de los impactos ambientales negativos de las AOP. Por otro lado la Ley de Derechos de la Madre Tierra y la Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien (2012), reconocen derechos de la Madre Tierra, así como las obligaciones y deberes del Estado Plurinacional, la visión y los fundamentos del desarrollo integral en armonía y equilibrio con la Madre Tierra para Vivir Bien.

En relación con las Áreas Protegidas se ha construido todo un marco legal con la Ley de Medio Ambiente, sus Decretos Supremos Reglamentarios y los decretos de creación del SERNAP, por ser consideradas dichas AP territorios especiales, geográficamente definidos, jurídicamente declarados y sujetos a legislación, manejo especial para la conservación de la diversidad Biológica. La institucionalidad creada es muy importante para la protección de las AP por constituir ellas un bien común, que forman parte del patrimonio natural y cultural del país, lo que significa que además de ser de interés público, son inalienables, inembargables e imprescriptibles.

La conservación de las Áreas Protegidas guarda una relación de interdependencia entre su protección y el ejercicio de derechos humanos referidos a la salud, al agua, al ambiente sano, y a los derechos de los pueblos indígenas a la vida, a su existencia como personas y como pueblos, a sus territorios, espiritualidades, culturas, por consiguiente la degradación de las condiciones ambientales, la contaminación y los desequilibrios ecológicos que se pueden ocasionar en las áreas protegidas con la autorización de actividades de exploración y eventualmente de explotación de hidrocarburos, amenazan con vulnerar los derechos humanos de la población boliviana y particularmente de los pueblos indígena originario campesinos. 

El Estado boliviano en su Plan de Acción sobre Áreas Protegidas, enviado a las instancias internacionales de administración, ha reconocido que una de las principales amenazas que afectan a las mismas es la exploración y explotación de hidrocarburos, y de modo concreto la existencia de “sobreposiciones de grandes bloques de explotación y exploración hidrocarburífera con áreas protegidas, en el caso de Madidi, Pilón Lajas, Isiboro Sécure, Amboró, Carrasco, Manuripi, Iñao y Aguaragüe”; sin embargo, lejos de adoptar medidas para su protección, profundiza la vulnerabilidad y riesgos a las áreas protegidas con la aprobación del DS 2366, incumpliendo el deber de prevenir la pérdida de la diversidad biológica en el marco del CDB.

Se reconoce y resalta a favor del Estado boliviano, la adopción y ratificación de una serie de convenios, declaraciones y pactos sobre la conservación de la diversidad biológica, el cambio climático, sobre especies migratorias de animales silvestres, la  preservación del medio ambiente y la conservación de los recursos naturales en el territorio amazónico, entre otros,  por los que el Estado ha asumido obligaciones y responsabilidades para su cumplimiento e implementación: el aspecto negativo de ello en conclusión es que tales compromisos no se cumplen.

3. Por favor, indique, cuando sea relevante, los desafíos y los obstáculos implicados en la integración y protección de los derechos humanos en materia de biodiversidad.

Respuesta: Es desafío de los Órganos del Estado y entidades territoriales autonómicas en el marco de las obligaciones y responsabilidades asumidas al ratificar o adherirse convenios y/o pactos sobre medio ambiente, recursos naturales, áreas protegidas, revisen, reencaminen y reconduzcan las políticas de manera coherente con el modelo de desarrollo previsto en la CPE y el Plan de Desarrollo Económico Social (PDES) 2016 – 2020 para Vivir Bien, inspirados en los principios del desarrollo integral en armonía y equilibrio con la Madre Tierra. 

Asimismo se revierta conductas de las autoridades responsables de la administración del Estado de considerar a los pueblos indígenas y originarios como un estorbo u obstáculo para la inversión y el desarrollo del país, se debe tener en cuenta que ellos solo exigen el cumplimiento de sus derechos consagrados en la normativa nacional e internacional sobre derechos humanos. 

4. ¿Cómo se les proporciona una mayor protección a aquellos que pueden ser particularmente vulnerables a la pérdida de la biodiversidad, incluyendo pero no limitado a pueblos indígenas?

Respuesta: Si bien, las políticas y normativa en proceso de implementación por el Gobierno, propugnan el cambio de los patrones de desarrollo colonial extractivitas y exportador de materias primas, depredador de la Madre Tierra, la naturaleza y el medio ambiente, por un nuevo modelo basado en el paradigma del Vivir Bien a través del desarrollo integral, sin embargo, a criterio de autoridades, líderes y lideresas de pueblos indígenas y originarios, éste postulado debe dejar de ser sólo un discurso promocionado por las autoridades de Gobierno en el ámbito internacional, para hacerse efectivo en las distintas política públicas al respecto. 

En tal sentido, desde la Defensoría del Pueblo de Bolivia, conforme a lo estipulado en los artículos 218 parágrafo II y 222 numeral 5 de la Constitución Política del Estado vigente y artículo 11 numerales 4 y 9, de la Ley Nº 1818, referido a la promoción de la defensa de los derechos de las Naciones y Pueblos Indigenas, Originarios, Campesinos (NyPIOC) y para formular recomendaciones, se permitió recomendar a  las autoridades de los Órganos del Estado y entidades territoriales autonómicas, reconduzcan y reencaminen la políticas bajo el postulado de desarrollo integral en armonía y equilibrio con la Madre Tierra y bajo el paradigma del Vivir Bien, extremando esfuerzos para buscar equilibrios entre la necesidad del desarrollo nacional y el respeto de los derechos de la Madre Tierra y de los pueblos indígenas originario campesinos, en el marco de las obligaciones y responsabilidades asumidas por el Estado en materia de derechos humanos, referidas al respeto de los derechos de los pueblos indígena originarios.

5. Por favor, proporcione ejemplos de buenas prácticas en la protección de los defensores de los derechos humanos ambientales trabajando sobre temas de biodiversidad? ¿Qué esfuerzos han hecho los gobiernos u otros grupos para crear un ambiente propicio para que los defensores puedan ejercitar sus derechos sin miedo? 

Respuesta: Luego de revisar la documentación institucional sobre esta temática no se cuenta con datos específicos al respecto. 
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